El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 
20 de septiembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega amparo

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-01021-00
Accionante: 
BEATRIZ ELENA ECHEVERRI LUGO 
Accionado:
JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS

Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
SOLICITUD DE COPIAS AUTENTICAS AL JUEZ / AUSENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA / NIEGA. [P]ara resolver la solicitud que dio origen a la presente acción de amparo se debe acudir al artículo 114 del Código General de Proceso que regula lo relacionado con la expedición de copias de piezas procesales y que en lo pertinente dice: “Salvo que exista reserva, del expediente se podrá solicitar y obtener la expedición y entrega de copias, con observancia de las reglas siguientes: 1. A petición verbal el secretario expedirá copias sin necesidad de auto que las autorice… 3. Las copias que expida el secretario se autenticarán cuando lo exija la ley o lo pida el interesado”. También al artículo 1º del Acuerdo PSAA14-10280 de 2014, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, según el cual, el valor del arancel judicial correspondiente a la autenticación de copias, en asuntos civiles y de familia, es de cien pesos por página. De acuerdo con esas disposiciones, para el efecto de expedir copias auténticas de un expediente judicial no hace falta dictar auto que lo ordene y que la parte interesada debe cancelar el arancel judicial respectivo. Según las pruebas incorporadas al expediente, esta última carga procesal, aún no ha sido cumplida por la accionante. De todo lo anterior se concluye que el juzgado accionado no ha lesionado el derecho de petición a la accionante, pues las reglas y términos que lo regulan no le son aplicables a la solicitud objeto del amparo; tampoco ninguna otra garantía constitucional, ya que lo relacionado con la expedición de las reproducciones requeridas no requiere auto del juez y no ha obtenido la copia del documento que requiere, porque no ha cancelado el arancel respectivo. Por lo tanto, el amparo será negado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre veinte (20) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 488 del 20 de septiembre de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-01021-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por Beatriz Elena Echeverri Lugo contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fue vinculado el Banco Davivienda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la actora que el 19 de julio de este año elevó petición al juzgado accionado para obtener se le expidiera copia auténtica del oficio No. 994 del 29 de noviembre de 2002, sin que a la fecha y luego de haber transcurrido más de quince días, término establecido en el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo, se haya proferido respuesta alguna. 
2. Considera lesionados su derecho de petición. Para protegerlo, solicita se ordene a la Juez Civil del Circuito de Dosquebradas o a quien corresponda, resolver sobre la citada solicitud.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 7 de septiembre se admitió la acción y se ordenó vincular a las partes en el proceso en que se formuló la petición objeto del amparo, esto es al Banco Cafetero, hoy Davivienda, como entidad demandante, y a la señora Amelia Cantor en su calidad de codemandada. Sin embargo, como se pudo determinar que esta última no alcanzó a ser notificada de la demanda
, es decir que no intervino en esa actuación, por auto del 18 del citado mes, se ordenó su desvinculación del trámite.   

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Juez Civil del Circuito de Dosquebradas indicó que mediante escrito recibido el 19 de julio de 2017, la accionante solicitó se le expidiera copia auténtica del oficio No. 994 de 2002, con su respectiva constancia de recibido por parte de la Registraduría de Instrumentos Públicos de esa localidad; que el proceso promovido por Bancafé contra la actora y la señora Amelia Cantor se encuentra archivado y que según constancia secretarial, hasta la fecha, la peticionaria no ha comparecido a pagar el valor de las fotocopias requeridas. En relación con esto último explicó que de conformidad con el artículo 114 del Código General del Proceso, las solicitudes sobre expedición de copias no requieren auto que las autorice y por esta razón no se ha dado respuesta a lo pedido, ya que se está a la espera de que la interesada cumpla la citada carga procesal.
2.2 El representante legal para efectos judiciales del Banco Davivienda indicó que la señora Beatriz Elena Echeverri Lugo se encuentra registrada en el histórico de clientes con un producto proveniente de Bancafé el cual fue cancelado el 25 de abril de 2015. De otro lado señaló que el proceso en el que encuentra la citada señora lesionados sus derechos, fue terminado en el año 2002 y por eso desconocen los hechos que sustentan el amparo. Solicitó se desvincule a la entidad que representa, la que carece de obligación alguna a su cargo, no ha vulnerado derechos fundamentales ni se encuentra legitimada en la causa por pasiva. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. El problema jurídico que debe resolver esta Sala, consiste en determinar si en este caso el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas vulneró el derecho de petición de la accionante, al abstenerse de suministrar respuesta a la solicitud que elevó con el fin de que le expidiera copia de unas piezas procesales.
3. Las pruebas incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

3.1 En escrito presentado ante el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 19 de julio de este año
, la señora Beatriz Elena Echeverri Lugo le solicitó a la titular de ese despacho expedir copia auténtica del oficio No. 994 del 29 de noviembre de 2002, librado dentro del proceso radicado bajo el No. 2002-00265, con la constancia de recibido por la Oficina de Instrumentos Públicos de Dosquebradas
.

3.2 Según constancia del 11 de septiembre siguiente, suscrita por el Secretario del citado juzgado, tal solicitud no ha pasado a despacho porque de conformidad con el artículo 114 del Código General del Proceso, para acceder a esa clase de peticiones no se requiere auto del juez. Además, hasta esa fecha, la citada señora no había comparecido a cancelar el valor de la reproducción del documento requerido
.

4. Con fundamento en esas pruebas, puede concluirse que no resulta aplicable en este caso el artículo 23 de la Constitución Nacional que garantiza el derecho de petición así: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución…”, pues la respuesta que se reclama por este medio especial de protección constitucional está relacionada con una actuación judicial, la cual se rige por normas procesales concretas.
Sobre el tema la Corte Constitucional ha dicho:

“Respecto a las limitaciones que encuentra el derecho de petición en relación con las actuaciones judiciales, en diferentes sentencias
 esta Corporación además ha sido enfática en diferenciar entre las peticiones que se formulen ante los jueces en actuaciones estrictamente judiciales y que, por lo tanto, se encuentran reguladas en la ley procesal propia del respectivo trámite, debiéndose sujetar entonces la decisión a los términos y etapas procesales previstos para el efecto; y aquellas que, por el contrario, por ser ajenas al contenido mismo de la litis de que se trate o de su impulso procesal, deben ser atendidas por la autoridad judicial en su condición de tal, bajo las normas generales del derecho de petición que rigen la administración, esto es, el Código de Procedimiento Contencioso Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011).

En ese orden de ideas, las solicitudes que se formulan ante la autoridad judicial en el curso de un proceso tienen vocación de ser de carácter fundamental bien sea en ejercicio del derecho de petición (artículo 23 C.P.) o a través del derecho de postulación (artículo 29 C.P.), pero para distinguir entre una y otra con el fin de definir cuál sería el derecho fundamental afectado, en todo caso resulta necesario determinar la esencia de la petición. Así entonces, si la petición tiene relación directa con la litis o con el procedimiento judicial pertinente la respuesta emitida por la autoridad judicial equivaldría a un acto expedido en ejercicio de la función jurisdiccional el cual, por ende, se encuentra reglado por las normas que rigen el trámite del proceso, lo que quiere decir que el juez en realidad no está obligado a responder bajo las premisas del derecho de petición sino que deberá ceñirse a las reglas procesales correspondientes.”

5. En este contexto, para resolver la solicitud que dio origen a la presente acción de amparo se debe acudir al artículo 114 del Código General de Proceso que regula lo relacionado con la expedición de copias de piezas procesales y que en lo pertinente dice: “Salvo que exista reserva, del expediente se podrá solicitar y obtener la expedición y entrega de copias, con observancia de las reglas siguientes: 1. A petición verbal el secretario expedirá copias sin necesidad de auto que las autorice… 3. Las copias que expida el secretario se autenticarán cuando lo exija la ley o lo pida el interesado”. 
También al artículo 1º del Acuerdo PSAA14-10280 de 2014, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, según el cual, el valor del arancel judicial correspondiente a la autenticación de copias, en asuntos civiles y de familia, es de cien pesos por página.
De acuerdo con esas disposiciones, para el efecto de expedir copias auténticas de un expediente judicial no hace falta dictar auto que lo ordene y que la parte interesada debe cancelar el arancel judicial respectivo.  

Según las pruebas incorporadas al expediente, esta última carga procesal, aún no ha sido cumplida por la accionante. 
6. De todo lo anterior se concluye que el juzgado accionado no ha lesionado el derecho de petición a la accionante, pues las reglas y términos que lo regulan no le son aplicables a la solicitud objeto del amparo; tampoco ninguna otra garantía constitucional, ya que lo relacionado con la expedición de las reproducciones requeridas no requiere auto del juez y no ha obtenido la copia del documento que requiere, porque no ha cancelado el arancel respectivo. Por lo tanto, el amparo será negado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar la acción de tutela instaurada por la señora Beatriz Elena Echeverri Lugo contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fue vinculado el Banco Davivienda.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Con aclaración de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Ver constancia a folio 35


� Folio 3 vuelto


� Folio 3


� Ver constancia dejada por el Secretario de esta Sala a folio 35 


� Cfr. Sentencias T- 334 de 1995 M.P: José Gregorio Hernández, T-07 de 1999 M.P: Alfredo Beltrán Sierra, T-377 de 2000 M.P: Alejandro Martínez Caballero y la T-272 de 2006 M.P: Calara Inés Vargas.


� Sentencia T-708 de 2016
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